MULTA ECONÓMICA. elmundo.es
Condena a unos padres de Valencia por no evitar el absentismo escolar de sus hijos (Efe. Valencia 09/09/2009)
La Audiencia Provincial de Valencia ha condenado a unos padres de Paterna (Valencia) como autores de un delito de abandono de familia por permitir el absentismo escolar de tres de sus hijos, menores de edad, y no actuar para remediarlo a pesar de los requerimientos realizados por los servicios sociales municipales y los colegios de los niños.

La sentencia de la Sección Tercera, a la que ha tenido acceso Efe, impone a los progenitores una pena de 6 meses de multa a razón de 6 euros diarios -1080 euros- y desestima en su fallo el recurso presentado por los demandados a una primera sentencia que ya les condenaba por estos hechos.

El juez estima que E.G.M. y F.N.M., madre y padre de tres hijos de 8, 13 y 17 años, además de otro de 21 al que, según el tribunal, también permitieron en su momento que no asistiera a clase, no han procurado que éstos recibieran una adecuada educación para la correcta formación y desarrollo de su personalidad.

Los procesados, además, incluso retrasaron su escolarización de los niños "hasta el límite", según apunta.

Uno de los menores fue incluido en el curso 2001-2002, cuando contaba con 10 años, en un programa de lucha contra el absentismo escolar, pero faltó al colegio de forma intermitente y a un ritmo cada vez mayor hasta llegar a un nivel de absentismo del 70% de las jornadas lectivas.

Además, en el curso 2004-2005 debió cursar estudios en el instituto pero no formalizó matrícula alguna.

El segundo de sus hijos menores, matriculado en el mismo colegio que el anterior, ha presentado los mismos problemas de inasistencia a clase y también fue incluido en un programa contra el absentismo escolar.

En su caso, desde el año 2003 (cuando tenía 7 años) hasta el 2008 (con 12), ha faltado a clase entre un 40 y un 66% "sin justificación alguna".

Se da la circunstancia de que la hija menor de la pareja, que fue matriculada en el año 2006 por iniciativa de los servicios sociales municipales, no asistió a clase "ningún día" y, en el último curso que ha recibido, el 2007-2008, su asistencia ha sido "irregular".

Esta situación, según señala el tribunal, también la sufrió un cuarto hijo de los demandados, de 20 años, que abandonó el colegio cuando tan sólo contaba con 13.

El juez estima probado que los progenitores han sido "plenamente conscientes" de la situación educativa de sus hijos y que, sin embargo, hicieron caso omiso a todas y cada una de las notificaciones y requerimientos que les remitieron tanto los servicios sociales del Ayuntamiento de Paterna como los diferentes colegios en los que estaban matriculados los niños.

Considera asimismo que no remediaron "tan perjudicial" situación para el desarrollo y adecuada formación integral de la personalidad de sus hijos, a pesar de los múltiples expedientes educativos que se les hizo llegar advirtiéndoles de ello.
ORDENANZA MUNICIPAL SOBRE FAMILIA Y MENORES

Cullera establece sanciones de hasta 450 euros para combatir el absentismo escolar.

Si se dieran situaciones extremas, la Alcaldía presentaría una denuncia ante el juzgado.

Actualizado domingo 25/05/2008

EFE

VALENCIA.- El Ayuntamiento de Cullera ha aprobado una ordenanza municipal sobre familia, menores y absentismo escolar, que incluye sanciones de entre 150 y 450 euros para los infractores, e incluso la presentación de una denuncia ante el juzgado competente cuando las conductas supongan un ilícito penal.

La ordenanza tiene como finalidad la creación de las medidas y actuaciones para regular y disminuir las situaciones que puedan perjudicar al desarrollo de los menores, así como garantizar una adecuada calidad de vida a la población del municipio.

Por lo que respecta al absentismo escolar, esta ordenanza complementa las medidas del programa de prevención que se ha desarrollado en los últimos cursos, "que aún siendo efectivas han resultado ser insuficientes en algunos casos".

La norma regula las obligaciones de los menores, como asistir a clase con puntualidad; mostrar el máximo respeto al profesorado; respetar el derecho al estudio de sus compañeros; obedecer a los padres mientras permanezcan bajo su potestad, o contribuir equitativamente según sus posibilidades a las cargas de la familia mientras convivan con ella.

También se establecen los derechos, como al descanso, para poder asistir a clase con regularidad y alcanzar su pleno desarrollo; a tener satisfechas las necesidades básicas de higiene, vivienda, nutrición, educación y tratamiento médico; y a la protección frente a abusos, abandonos y explotación.

La ordenanza recoge también las líneas de actuación de los implicados, y así por ejemplo se establece que la Policía Local procurará la asistencia a los centros escolares de los menores de 16 años.

Además, la Policía, ante la presencia de menores en vías, espacios públicos o establecimientos en horas de descanso nocturnas o situaciones que produzcan carencia de las necesidades básicas de los menores, dará traslado a las autoridades competentes.

El apartado referido al absentismo escolar señala que éste se produce cuando se han producido diez faltas de asistencia no justificadas en un mes, o cuatro faltas de asistencia consecutivas no justificadas en una semana.

Respecto a las infracciones, se considerarán leves el no gestionar inicialmente plaza escolar para un menor en periodo de escolarización obligatoria, no procurar su asistencia al centro escolar en periodo de escolarización obligatoria disponiendo de plaza y sin causa que lo justifique, o no atender a las necesidades sanitarias, alimentarias, higiénicas o de descanso.

Serán infracciones graves no acudir a más de un requerimiento de alguno de los profesionales o de técnicos que se les dirijan con relación a sus hijos; encubrir la no asistencia a un centro escolar de un menor en periodo de escolarización obligatoria, o impedir la posibilidad de preparación para participar activamente en la vida social y cultural.

Constituirán infracciones muy graves las anteriores si de ellas se desprende daño a los menores de imposible o difícil reparación, así como un comportamiento disocial y consumo de drogas, o impedir el desarrollo de las actuaciones de los profesionales para mejorar cualquier situación de riesgo que repercuta en el menor.

Las infracciones leves se sancionarán con multa de hasta 150 euros; las graves con multa de hasta 300 euros, y las muy graves con multa de hasta 450 euros, y cuando la conducta de los infractores pueda suponer un ilícito penal, el Ayuntamiento presentará denuncia ante el juzgado.

La competencia para imponer esas sanciones corresponde a la Alcaldía, a propuesta del Comité de seguimiento y evaluación.
La Verdad. Murcia
CARTAGENA

Un juez multa a unos padres por no mandar a sus tres hijos al colegio 

La sentencia advierte a la madre que debe pagar 850 euros de multa y enviar a la escuela a los menores para eludir el arresto 

01.10.10

Un juzgado de lo Penal de Cartagena ha dictado por primera vez en el municipio una sentencia contra unos padres por el delito de Abandono de Familia al privar a sus tres hijos menores de edad del derecho a la educación, estableciendo para ellos una pena de 850 euros que deberán abonar en mensualidades de 180 euros, y, en el caso de no cumplir, supondrá la privación de libertad de la madre.

El fallo judicial fue anunciado ayer por el Ayuntamiento de Cartagena, ya que la denuncia fue interpuesta en el año 2008 por el Servicio de Absentismo Escolar de la Concejalía de Educación. Técnicos municipales estuvieron trabajando «varios años con la familia» pero no lograron que la situación se normalizara con la asistencia de los menores a su colegio.

Las intervenciones se realizaron, también con el equipo de Policía Judicial y Protección Social de la Policía Local, con el que ese Servicio de Absentismo trabaja en estrecha colaboración.

En este caso, el juzgado de lo Penal ha considerado que el hecho motivado por esta familia va en perjuicio de los menores, a los que se les negaba la posibilidad de formación y educación, derechos básicos recogidos ya en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948, que establece que toda persona tiene derecho a la educación y que ésta debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental, constando la obligatoriedad en la instrucción elemental, recordaron las fuentes municipales.

Veinte años de control 

La concejal de Educación, Josefa Maroto, valoró ayer la sentencia como una demostración de la sensibilidad de las administraciones a la hora de preservar el Derecho a la Educación de la población, mediante la prevención y el control de absentismo escolar. Maroto recordó que el Ayuntamiento de Cartagena viene trabajando, en coordinación con la Consejería de Educación, desde hace ya veinte años en programas para reducir la ausencia de menores en las escuelas.

También añadió que también «es un paso muy importante, pues tras largos años de lucha y denuncias ante las administraciones de justicia, ya se ha dictado la primera sentencia». «Hasta ahora solo había conseguido algunos apercibimientos, pero creemos que tras esta sentencia muchas familias se tomarán más en serio la educación de sus hijos», destacó Maroto.

El equipo que lucha contra el absentismo escolar en Cartagena está formado por policías locales, encargados de detectar los casos conflictivos, y expertos de la Concejalía de Educación que trabajan para devolver a las aulas a los niños.

LAS LEYES

Código Civil (Art. 154): «Dentro del conjunto de deberes que los padres deben asumir en el ejercicio de la patria potestad se encuentra el velar por ellos, tenerlos en su compañía, alimentarlos, educarlos y procurarles una formación integral. (La Jurisprudencia entiende, en este sentido, que si los padres no cumplen con el deber de obligar a sus hijos a asistir al colegio estarían incumpliendo sus deberes de protección hacia ellos). Así mismo, incumbe al Ministerio Fiscal la vigilancia de la tutela, acogimiento o guarda de los menores».

Código Penal (Art. 126.1): «El que dejare de cumplir los deberes legales de asistencia inherentes a la patria potestad, tutela, guarda o acogimiento familiar o de prestar la asistencia necesaria legalmente establecida para el sustento de sus descendientes, ascendientes o cónyuge, que se hallen necesitados, será castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o multa de seis a 12 meses».

